
TEMA. VALORACIÓN PROBATORIA - CAUSALIDAD el análisis de las pruebas allegadas al plenario, 

fue detallado, escrupuloso y preciso, acorde con las reglas de la experiencia y la sana crítica /  

TESIS. “Sobre el particular, la Sala observa que al contrario de lo señalado por el recurrente, el 

Juzgado de conocimiento al momento de proferir sentencia, realizó un escrutinio minucioso, 

meticuloso y concienzudo; examinando en forma individual los medios de convicción allegados al 

proceso y en conjunto; es decir, no solo tuvo en cuenta las pruebas aportadas por el extremo pasivo, 

como lo afirma el recurrente, sino, además las traídas por la parte demandante. (…) De tal manera, 

que para el éxito del recurso de apelación y, de contera, de las pretensiones de la demanda, no basta 

con enjuiciar la actividad valorativa de las pruebas que realizó el fallador de primer grado; pues lo 

determinante, es la confirmación de los hechos invocadas en la demanda como fundamento de las 

pretensiones, lo que no ocurrió; todo lo cual permite colegir sin ningún esfuerzo, que la parte 

demandante no cumplió con la carga de la prueba que le impone el art. 167 del C. General del 

Proceso.” 
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Proceso  Verbal 

Demandante Lina María Montoya Yepes 

Demandados SUMICOL S.A.S. 

Radicado  No. 05266-31-03-001-2018-00132-01 

Procedencia Juzgado 1° Civil del Circuito de Oralidad de Envigado 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 016 

 Decisión  Confirma 

Tema  Responsabilidad civil extracontractual 

Subtemas  Causa del daño que se endilga a la parte demandada. 

Carga de la prueba. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), dos de junio de dos mil veintitrés  

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

DE ENVIGADO, en el proceso verbal instaurado por la señora 

LINA MARÍA MONTOYA YEPES, contra la sociedad 

SUMINISTROS DE COLOMBIA “SUMICOL S.A.S.”. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Solicita la demandante se declare a la 

demandada civilmente responsable de los daños que le 

ocasionó; en consecuencia, que se condene a pagar a su favor: 

a) Daño a la vida de relación $50.000.000,oo; b) Daño moral 

$50.000.000,oo; c) Lucro cesante $60.000.000,oo y, d) Daño 

emergente $95.000.000,oo; Por último, solicita se condene al 

pago de las costas. 

 

Elementos fácticos: Afirma la pretensora que la sociedad 

demandada es propietaria de una mina ubicada en el sector de 

Sabaletas del Municipio de Valparaíso; con los trabajos de 

extracción de arcilla por un período superior a los diez años; se 

formó un hueco de gran magnitud, que se convirtió en un 

estancamiento de aguas, que no cuenta con ningún tipo de 

desagüe; en época invernal se reboza formando una enorme 

represa que amenaza con desbordarse y provocar una tragedia 

en el bien de la demandante y en los predios vecinos, toda vez 

que la mina está ubicada detrás de su predio, el cual adquirió 

el 15 de marzo de 2013, situado en el paraje Sabaletas del 

municipio de Valparaíso; bien que ha estado afectado por el 

estancamiento de aguas y que amenaza con ocasionar una 

avalancha; los daños han sido causados por la presión del agua 

que se filtra por la tierra generando más presión a los muros 

de contención que se están reventando, así como a los pisos 

de la propiedad; daños que cuantifica en $95.000.000,oo; la 

persona encargada de cuidar la finca la llama en época de 

invierno indicando que se sigue presentando el represamiento; 

que la casa se está inundando y en varias oportunidades se han 



3 
 

visto al punto de que ocurra una avalancha y arrastre con su 

propiedad; lo que le genera permanente estado de zozobra a 

pesar que reside en la ciudad de Bogotá; uno de los vecinos 

presentó derecho de petición a la oficina de Planeación 

Municipal de Valparaíso, quienes mandaron unas motobombas 

para extraer el agua estancada, sin dar respuesta a la solicitud; 

por los daños ocasionados al predio se han dejado de percibir 

un total de $60.000.000,oo; en el presente caso, no existe 

eximente de responsabilidad que permita enervar la relación 

de causalidad entre la actividad peligrosa o hecho dañoso y el 

daño mismo; toda vez, que la accionada con su conducta 

culposa provocó los hechos generadores de los daños a la 

demandante. 

 

Admisión de la demanda y réplica: Admitida la demanda 

por auto del 11 de julio de 2018, se notificó a la accionada, 

quien la replicó y se opuso a las pretensiones. 

 

Objeción al juramento estimatorio: Las pretensiones de 

carácter patrimonial carecen de soporte fáctico porque no se 

justifica en forma detallada y razonada el monto reclamado, 

incumpliendo lo previsto en el art. 206 del C.G.P. 

 

Llamamiento en garantía: La demandada SUMICOL S.A.S., 

llamó en garantía a la aseguradora CHUBB SEGUROS 

COLOMBIA S.A., para que en el evento que se profiera alguna 

condena en su contra, efectué las erogaciones dinerarias a que 

hubiere lugar, en virtud del contrato de seguro que celebró. 

 

Como soporte para el llamamiento en garantía, señala que la 

demandada explota una mina de arcillolita denominada 
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Rolando, ubicada en el sector de Sabaletas del Municipio de 

Valparaíso; la demandante aduce que la llamante en desarrollo 

de su operación ha generado un hueco de gran dimensión 

donde se estancan las aguas porque no cuenta con ningún tipo 

de desagüe; lo que ha generado daños en su predio y casa de 

habitación de dos plantas; lo que dio lugar a la presente 

demanda; la llamante contrató con la llamada un seguro de 

responsabilidad civil extracontractual desde el año 2012, que 

se ha renovado periódicamente y cuyas pólizas se encontraban 

vigentes desde el 01-12-2012 hasta el 01-12-2019, periodo 

dentro del cual se afirma ocurrió el evento referido en la 

demanda; por lo tanto, en caso de una eventual condena a 

cargo de la llamante, la llamada está obligada a responder 

hasta el valor asegurado. 

 

Una vez admitido el llamamiento en garantía y notificado a la 

llamada, se pronunció y, propuso las siguientes excepciones: 

(i) límite asegurado; (ii) deducible pactado y, (iii) 

coaseguro pactado. En torno a la demanda principal formuló 

como medios de defensa: (i) inexistencia de la obligación 

de indemnizar y, (ii) indebida y exagerada tasación de 

los perjuicios aducidos. 

 

Objeción a la estimación juramentada: La tasación de los 

perjuicios no está justificada, sino que corresponde al producto 

de un ejercicio caprichoso, carente de cualquier elemento 

técnico o financiero; no indican las variables que permiten tasar 

las pérdidas calculadas; solicita se dé plena aplicación a lo 

preceptuado en el art. 206 del C.G.P.   
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Sentencia: Se profirió el 09 de julio de 2021, con la siguiente 

resolución: 

 

“Primero: Desestimar las pretensiones planteadas por Lina 

María Montoya Yepes frente a Suministros de Colombia S.A.S. 

–Sumicol-. 

 

“Segundo: Condenar en costas a la demandante en favor de la 

sociedad demandada. 

 

“Como agencias en derecho, se fija la suma de $6.500.000, 

advirtiendo que la fijación no hace parte de la sentencia, 

pudiéndose objetar la cuantía en la oportunidad consagrada en 

la regla 5° del art. 366 del C.G. del P.” 

 

Empieza abordando el examen de los presupuestos axiológicos 

de la responsabilidad civil extracontractual, para determinar si 

se cumplen; comenzando por la ocurrencia del hecho dañoso, 

para indicar que consiste en la explotación de la mina de arcilla 

por parte de la demandada, que formado un hueco de gran 

dimensión, que se convirtió en un estancamiento de aguas sin 

ningún tipo de desagüe, que en invierno se reboza 

convirtiéndose en una enorme represa, que amenaza con 

desbordarse y causar una tragedia; las aguas se filtran a la 

finca de propiedad de la demandante y salen por los muros y 

pisos de las edificaciones, así como en los potreros causando 

serios daños. 

 

Sobre el particular la testigo María Nohemí Vélez, quien vivió 

en una de las viviendas de propiedad de la actora, entre el mes 

de abril de 2014 y el 27 de diciembre de 2020; declaró que en 
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un invierno de hace más o menos 5 años, a finales del año 

2017, ella y su familia estuvieron en alto riesgo en la finca 

porque “entró un invierno muy horrible, se hicieron unos 

socavones, el agua se detuvo, y se formaron 3 lagos, yo estaba 

con mucho miedo porque eso iba a explotar, lo del lado de 

arriba de la finca de Lina, eso parecía un rio; la carretera por 

donde salen las volquetas parecía un rio”; luego agregó “eso 

no tiene cunetas sin zanjas ni nada, el agua se fue carretera 

abajo porque no tenía por dónde meterse, respira por la finca”; 

el administrador de la mina le dijo que iba a traer unas 

motobombas porque la única que había no daba abasto; a lo 

que procedieron como a las cuatro de la mañana; que eso “no 

tenía ningún salidero por lo que mi esposo y el administrador 

de allí hicieron unas brechitas”; la casa “se partió en pedazos 

eso brotaba agua como si uno partiera una manguera, el agua 

sale por el piso de la hacienda, el muro quedó en el aire, no se 

ha caído pero está en el aire, el agua pasa derecho; había un 

pozo séptico que se partió en pedazos; tenía que salir al patio 

al prado en botas porque se salía todo lo del pozo”.  

 

El testigo Carlos Arturo Vélez, señaló que es administrador de 

la finca de la pretensora y del padre de ésta desde noviembre 

de 2017, que hizo un derecho de petición a la Alcaldía de 

Valparaíso… “por los daños, sacan arcilla allí, hicieron unos 

huecos muy profundos, con el tiempo se represó el agua, nadie 

hizo nada; un día estaba trabajando y me llamaron y me 

dijeron que estaba que se desbordaba el agua de la parte de 

arriba de SUMICOL; bajé y vi los daños, los trabajadores de 

SUMICOL estaban bregando a drenar a hacer una zanja para 

drenar el agua”; además que “en días anteriores en la parte de 

abajo en la hacienda y en la finca los potreros inundados de 
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agua, en la casa brotaba agua por los muros y por las 

baldosas”; al ser preguntado porqué considera que el agua 

provenía de SUMICOL respondió “porque la casa queda aledaña 

y está más baja que el lago de la parte de encima”. 

 

Aunque este testigo fue tachado de sospechoso dada la relación 

de dependencia que tiene con la pretensora y con el padre de 

ésta; no encuentra que esta circunstancia afecte su credibilidad 

o imparcialidad, toda vez, que su versión coincide con lo dicho 

por los demás testigos, en especial, por la señora María Nohemí 

Vélez, coligiendo que el estancamiento de agua durante el 

invierno fuerte en el año 2017, quedó demostrado.   

 

En cuanto al nexo de causalidad, advierte que procederá a su 

escrutinio; que según lo narrado y probado el daño tanto a las 

construcciones como al pozo séptico, como la alta humedad o 

inundación de los potreros de propiedad de la demandante, se 

atribuye a la acumulación de aguas lluvias y al posterior 

rebosamiento de los lagos que la demandada tiene construidos 

para el aprovechamiento de la explotación de arcilla; al efecto, 

indica que en parte alguna de la demanda se indica y los 

testigos no refieren a ello, que el agua que se desbordó de los 

tanques haya penetrado como una especie de avalancha al 

terreno de propiedad de la actora, causando daños; si bien la 

testigo María Nohemí Vélez refirió que “la carretera por donde 

salen las volquetas parecía un rio”; al concretar cuál fue el daño 

que causó termina indicando “la casa se partió en pedazos, eso 

brotaba agua como si se partiera una manguera, el agua sale 

por el piso de la hacienda, el muro quedó en el aire y no se ha 

caído pero está en el aire, el agua pasa derecho; había un pozo 

séptico que se partió en pedazos; tenía que salir al patio al 
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prado en botas porque salía todo lo del pozo”; fue muy diciente 

cuando refirió “eso no tiene desagües nada, respira por la 

finca”; ella es la única que habla de rebose o desbordamiento; 

el señor Carlos Arturo Vélez solo refiere que en los huecos 

profundos que hicieron en la mina con el tiempo se rebozó el 

agua y una vez lo llamaron a contarle que el agua estaba que 

se desbordaba; el testigo también afirmó que “en días 

anteriores en la parte de abajo en la hacienda y en la finca, los 

potreros estaban llenos de agua, en la casa brotaba el agua por 

los muros y por las baldosas”; versión que coincide con lo dicho 

por el señor Alberto Montoya padre de la demandante, fue 

tachado de sospechoso, cuando dijo que en el año 2017, a raíz 

de un invierno muy duro se presentó “una inundación que se 

llenaron los lagos continuos a mi propiedad y de mi hija, estuvo 

al borde del desbordamiento - inundación”; reconoció que “a 

partir de ahí filtraciones”; aunque posteriormente señaló que 

“desde antes se presentaron filtraciones de agua en los 

potreros y todavía existen”.  

 

Se debe determinar si las filtraciones de las aguas represadas 

en los terrenos explotados por SUMICOL, causaron los daños a 

que se contrae la demanda; en este sentido, el concepto 

técnico del ingeniero geólogo Iván Darío Arango Cruz, que 

sustentó ampliamente en la audiencia, concluye que los daños 

en las edificaciones y potreros de la propiedad de la 

demandante no se deben a la cercanía con la mina explotada 

por la sociedad demandada; de la sustentación del informe se 

pueden extraer las siguientes conclusiones: “La mina Rolando 

no utiliza agua para la explotación del mineral; por el contrario, 

requiere de un manejo y control de las aguas lluvias escorrentía 

que está regulado por CORANTIOQUIA, quien ejerce 
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fiscalización permanente sobre este aspecto; la explotación 

requiere de tanques de sedimentación, esto es, de 

excavaciones en el terreno, que se realizan para conducir u 

controlar las aguas lluvias y los sedimentos finos que pudieran 

arrastrar las aguas a su paso por las cunetas y canales 

construidos, y así evitar la inundación o anegación en las zonas 

de trabajo. 

 

“El fondo o piso de los estanques de sedimentación, están 

conformados por partículas muy finas que provienen de las 

arcillas; por lo tanto, constituyen una capa o pantalla 

impermeable que impide la infiltración de las aguas lluvias y 

escorrentía a profundidad. 

 

“Estos estanques tienen rebose o vertedero que, por medio de 

cunetas o canales recubiertos de geotextil y filtros de grava, 

conduce el agua a un drenaje natural ubicado al oeste del 

campamento a una distancia aproximada de 300 metros de las 

construcciones de la demandante; vertimiento que no afecta ni 

constituye riesgo por inundación a dicho predio. El predio de la 

actora se encuentra separado de la mina por una carretera 

destapada con sus adecuadas cunetas en tierra a lado y lado 

de la vía; las cuales conducen las aguas lluvias de la carretera 

a las alcantarillas a las que les hacen mantenimiento periódico. 

 

“El predio de la señora Lina María Montoya se encuentra 

ubicado al norte de la mina, en un nivel o cota topográfica 

inferior a esta; razón por la cual las aguas lluvias de escorrentía 

e infiltración discurren naturalmente desde las partes altas 

hacia sus terrenos, lo que puede generar que en épocas 
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invernales cause anegamientos si no se tienen cunetas o 

canales para el manejo de dichas aguas.” 

 

Además, precisa que “en un terreno con pendientes medias hay 

un discurrimiento de aguas y transporte de partículas finas 

hacia lugares más bajos de la ladera, con una intensidad 

suficiente que pueda generar algún tipo de flujo superficial; que 

estructuralmente las capas de arcillolitas, limonitas y areniscas, 

están inclinadas entre 8 y 12 grados al este; estos planos de 

contacto entre capas representan no solo un plano de debilidad 

e inestabilidad sino también una superficie de conducción de 

agua que en época invernal facilita la infiltración de lugares 

altos a bajo; que la casa de la señora Montoya fue construida 

sobre un depósito coluvial reciente, representado por grandes 

bloques de roca en debidos en una matriz limo-arcillosa con 

propiedades geotécnicas de poca cohesión, y baja 

compactación el cual es inestable y de bajo poder de 

sedimentación; en este tipo de depósitos sumado a la clase de 

rocas de composición monolítica y presencia de fallas 

geológicas, hacen del predio de la señora Lina María Montoya 

un predio de condiciones geotécnicas de alto riesgo para la 

construcción, y son los verdaderos causantes de las grietas, 

hundimientos y rajaduras mencionados por ella, y no por la 

cercanía de la mina. 

 

“La geología presente en el predio de la accionante está 

representada por arcillolitas, compuestas principalmente por 

monolítico mineral que tiene la propiedad de absorber agua del 

ambiente, causando un aumento de volumen – hinchamiento 

que a su vez generan desplazamientos y corrimientos del 

suelo; afectando la estabilidad geotécnica de las obras civiles 
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que se construyen en ese tipo de roca; que un ejemplo claro 

de inestabilidad que genera este tipo de roca se evidencia en 

los múltiples abombamientos, grietas, desplazamientos 

laterales, asentamientos naturales, etc., por la solivución del 

material que se observa a lo largo de la carretera de entrada a 

Valparaíso, y más exactamente en todo el lindero norte del 

predio de la señora Lina María según se puede observar en las 

fotografías 14 y 21, aportadas con el dictamen; que este predio 

no está ajeno a la afectación de estos fenómenos naturales, lo 

que se evidencia por los hundimientos, desplazamientos y 

rompimientos de la vía que representa en el lindero norte del 

bien y la carretera Valparaíso – La Pintada, donde se ratifica la 

inestabilidad geológica de la zona con el letrero que se presenta 

en la fotografía marcada con el número 30”. 

 

El dictamen del que se resalta los apartes más trascendentes, 

fue rendido por experto en la materia, sumado a su idoneidad 

y experiencia como consta en el dictamen y lo afirma en la 

declaración y dada la claridad y exactitud de los fundamentos, 

puesto que su sustentación fue nítida; advirtiendo que en lo 

esencial y fundamental, coincide con lo expresado por el testigo 

técnico en geología el ingeniero Antonio Henao; quien a pesar 

de que es funcionario de la sociedad demandada, no se 

aprecian circunstancias que puedan afectar su credibilidad; 

pues se trata de un testigo técnico con más de 30 años de 

experiencia y conocedor de la zona desde el año 1983, profesor 

universitario en la materia de geología; quien refirió que en 

todo el sector donde queda la mina y la propiedad de la actora, 

pertenece a una cuenca cuyos materiales son arcillas 

expansivas, que se conocen como “el terror de la ingeniería”; 

indicó que por encima de los suelos de la propiedad de la 
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demandante existe un depósito coluvial o un antiguo derrumbe, 

que se vino de la parte alta y se depositó en esa zona; que los 

materiales de los que está compuesto el derrumbe tienen una 

particularidad de no ser muy propios para construir, no 

queriendo significar que no se pueda construir, sino que se 

debe efectuar un estudio de suelos que determine como se 

debe hacer; que en toda la zona existen fallas geológicas que 

generan movimientos y desplazamientos de la corteza y por 

ende del suelo; insistió en que la propiedad de Lina María se 

encuentra topográficamente abajo de la mina lo que exige a 

SUMICOL el manejo de las aguas escorrentías, esto es, las que 

bajan por la superficie de la tierra una vez saturada; que para 

este efecto, los fondos y laterales de los lagos son 

impermeables, y mediante un rebose se dirigen hacia el 

occidente de la explotación por canaletas hasta el vertimiento 

que queda como a 3 cuadras del predio; que existe separación 

entre la mina y la propiedad de la demandante mediante una 

vía terciaria que tiene cunetas a lado y lado, lo que facilita que 

el agua que baje de la ladera no entre directamente al predio; 

cuando arrancaron esta nueva explotación en el sector, como 

sabían que el predio de la actora estaba más bajo hicieron un 

jarigón o talud que impide que el agua de la mina baje a la 

carretera y penetre a los terrenos de la finca, pues existe un 

canal perimetral que recoge todas las aguas de sobre-

escorrentía y las lleva a unos tanques de sedimentación, que 

son 3, que lo que hacen es atrapar las partículas sólidas que 

arrastra el agua; los cuales tienen unos vertederos que 

permiten que cuando los pozos se llenen, el agua sobrante se 

dirija por unos canales protegidos por geo-membranas hasta 

llegar a una cañada que queda muy distante de la propiedad 

de la actora; insistió en que esa mina tiene un plan de manejo 
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ambiental aprobado por CORANTIOQUIA, quien 

permanentemente hace visitas de seguimiento y fiscalización 

y, si encuentra alguna anomalía levanta cargos, lo que no ha 

ocurrido con esta mina; esas visitas son muy frecuentes porque 

la minería en Colombia está satanizada, y siempre están a 4 

ojos, todo es muy riguroso, los vigila la comunidad, el 

Municipio, el Departamento de Antioquia, la Secretaría de 

Minas y la autoridad ambiental; es posible que debido a 

grandes precipitaciones de lluvias por un fuerte invierno, los 

pozos de sedimentación se rebosen, pero eso no tiene ningún 

problema porque la evacuación de esas aguas se hace por los 

canales ya indicados, los cuales se dirigen a la cañada. 

 

Los demás testigos traídos por el extremo pasivo, también se 

refirieron en los mismos términos, por lo que no se hace 

necesario reproducir sus dichos. 

 

Del estudio conjunto de las pruebas adosadas al plenario,  

concluye, que los daños alegados por la parte actora no tienen 

íntima relación con la mina explotada por la sociedad 

demandada; a lo que se suma, que era carga del extremo 

activo demostrar que las edificaciones que levantó sobre el 

predio de su propiedad, cumplieron las exigencias legales, más 

concretamente, la realización de un estudio de suelos que 

indicara la forma como se podía construir en ese terreno; 

prueba que no aportó y, por el contrario, el ente municipal 

certificó que en sus archivos no reposa ninguna 

documentación. 

 

En referencia a la intervención del togado de la parte 

demandante, en cuanto que, no existe prueba siquiera sumaria 
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de las canaletas ni de los pozos y del tratamiento de las aguas; 

ni tampoco se acreditó lo que hacía la demandada; el Juzgado 

advierte, que muy contrario a ello, el dictamen aportó toda la 

prueba fotográfica de la mina; puntos que se tuvieron en 

cuenta al momento de la contradicción; que tal como se adujo 

al decretar las pruebas, suple la inspección judicial solicitada; 

máxime, que se utilizaron imágenes de Google, que ayudaron 

a los testigos y al perito a la identificación y al muestreo de 

esas obras dentro de la mina Rolando. 

 

Continúa señalando el señor Juez a quo, que en caso de que se 

hubiese encausado la responsabilidad por el ejercicio de una 

actividad peligrosa; conforme con los dichos de los expertos y 

de los testigos, es decir, que la explotación minera en la parte 

superior tiene que utilizar unos lagos para efectos de recibir y 

tratar las aguas de sobre-escorrentía, y que ello obviamente va 

a acumular agua y el invierno también puede generar lleno de 

esos lagos; se podría afirmar que realizar esas obras o tareas, 

genera un riesgo que no tiene por qué soportar el predio de la 

parte inferior; entonces se tendría que la sociedad demandada 

estaría presumida en culpa; pero con independencia de esa 

posición, en última instancia, los hechos o los daños se 

generaron en razón de un acto de la naturaleza, de una fuerza 

extraña que no puede controlar la parte demandada, a pesar 

de las actividades que desarrolla; toda vez, que son 

precisamente las condiciones geológicas del predio de la actora 

las que conllevaron a las causas de los daños reclamados, lo 

que conllevaría a la exoneración de responsabilidad, por lo que 

indicó que la relación causal no está estructurada, lo que da al 

traste con las pretensiones de la demanda. 
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Apelación: Lo interpuso la parte demandante y dentro de los 

tres (3) días siguientes a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento, como reparos indica: Como fundamento principal 

de la decisión de primer grado, el Juzgado tuvo la declaración 

del ingeniero geólogo Iván Darío Arango Cruz, quien afirmó que 

“para realizar un estudio de suelo se requiere de varios días de 

labor”; además, en el predio que explota la demandada existen 

sistemas de drenaje, como cunetas, filtros de agua, canaletas 

y estanques de sedimentación, de los que aduce la demandada 

que son sistemas de prevención frente al daño ocasionado a la 

propiedad de la actora; amén, que el experto no ingresó al 

predio de la demandante; humanamente no es posible 

determinar la existencia de esos sistemas, ni que todo se debe 

a un hecho de la naturaleza, cuando el Juzgado negó la práctica 

de la inspección judicial; además, los testigos de la parte actora 

bajo la gravedad del juramento indicaron de dónde proviene el 

daño; el declarante Antonio Henao informó que en el predio de 

la actora existe un depósito coluvial y fallas geológicas; pero al 

preguntarle si ingresó al inmueble manifiesta que no; lo que 

hace imposible determinar el daño ocasionado al predio de la 

actora; el Juzgado solo analizó las pruebas aportadas por el 

extremo pasivo, las cuales están alejadas de la realidad; 

incluso, se aportó copia del derecho de petición presentado por 

el señor Carlos Arturo Vélez, vecino de la pretensora, dirigido 

a Planeación Municipal de Valparaíso; donde solicitó se 

adelantaran los correctivos necesarios porque con los trabajos 

de explotación de la mina, se formó un hueco de gran magnitud 

que se convirtió en un estancamiento de aguas que al rebosar 

inundan el predio de la pretensora; presentándose varias 

avalanchas; donde la entidad territorial solicita a la accionada 

solucionar el represamiento de aguas en la mina para evitar 
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una tragedia; al emitir la condena en costas, no se realizó una 

valoración clara de los gastos reales asumidos por las partes; 

por estas razones, solicita se revoque la decisión de primer 

grado y condene en costas a la accionada. 

 

En segunda instancia, al descorrer el traslado concedido para 

sustentar el recurso de apelación, volvió sobre los argumentos 

que vienen de sintetizarse. 

 

Por su parte, durante el traslado la sociedad demandada adujo, 

que la señora Lina María Montoya Yepes, actuó como 

demandante a pesar de que en la escritura pública No. 59 del 

15 de marzo de 2013, otorgada en la Notaria Única de 

Valparaíso, sobre el bien con matrícula inmobiliaria No. 032-

1801, solo ostenta la calidad de nuda propietaria y sus padres 

María de Jesús Yepes Villarroga y Jesús Alberto Montoya, 

figuran como usufructuarios, quienes son los legitimados en la 

causa por activa para la reparación de los perjuicios que se 

reclaman, porque son quienes despliegan las actividades 

desarrolladas en el predio y no la nuda propietaria; además, el 

recurso de alzada no se sustentó en debida forma, toda vez, 

que el recurrente se limitó a transcribir las inconformidades 

planteadas en primera instancia; incumpliendo lo previsto en el 

art. 322 del C.G.P. 

 

En cuanto a los argumentos del recurrente señaló que, el 

Juzgado de instancia profirió sentencia apoyado en un análisis 

íntegro y exhaustivo de las pruebas adosadas al plenario; sin 

que la parte actora hubiera acreditado ninguno de los 

elementos de la responsabilidad civil; por el contrario, la pasiva 

demostró la inexistencia de un hecho ilícito de su parte, 
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conforme con el dictamen rendido por el experto Iván Darío 

Arango Cruz, quien en la sustentación de la pericia fue sólido, 

enfático y contundente, en la ausencia de responsabilidad de la 

demandada; el recurrente a través del recurso de apelación 

pretende subsanar sus propias omisiones dentro del proceso, 

porque no solicitó oportunamente las pruebas que pretendía 

hacer valer; el Despacho no apoya la sentencia en un hecho de 

la naturaleza como se pretende hacer ver; la actora se limitó a 

hacer afirmaciones de una supuesta conducta ilícita de la 

demandada, con ocasión de la explotación de la mina sin 

ningún soporte probatorio; la demandante al absolver el 

interrogatorio fue evasiva, insuficiente y débil, ya que ni 

siquiera conocía bien la propiedad, toda vez, que al ser 

interrogada si el inmueble colinda con una vía, respondió que 

no; cuando en realidad el predio tiene lindero con una vía que 

es la que lo separa del terreno de la demandada; el experto 

Arango Cruz en la ratificación del dictamen señaló y explicó con 

las fotografías del predio de la actora, sus características, 

hallazgos y la distancia que existe con el predio de SUMICOL, 

lo que hace imposible que la actividad desarrollada por la 

accionada sea la causante de los daños pretendidos en la 

demanda; todo lo consignado en el dictamen elaborado y 

ratificado por el experto Iván Darío Mejía, fue corroborado por 

los deponentes Antonio Henao Castaño y Jhony Samir Pastrana 

Iglesia, cuyas declaraciones resultan claras, coherentes, 

precisas y contundentes, y ratificadas por otros elementos de 

convicción que fueron adosados al dosier probatorio. 

 

En cuanto a los testimonios aportados por la parte actora, 

señala que la declaración de la señora María Nohemí Vélez, fue 

imprecisa y contradictoria y como soporte transcribe apartes 
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de la versión; igualmente, de la versión del señor Alberto 

Montoya extrae las particularidades que considera pertinentes 

y, de la del señor Carlos Arturo Vélez precisa que sin 

fundamento alguno cuestiona la explotación de la mina por 

parte de SUMICOL y, del dictamen aportado por la actora, 

señala que el perito no es idóneo porque se trata de un 

profesional del derecho, que no es ingeniero, ni topógrafo o 

geólogo, ni cuenta con conocimientos de minería y a resalta las 

imprecisiones y errores de la experticia; precisa que el citado 

auxiliar de la justicia sí dejó claro, que la vía que separa el 

predio de la demandante del de la demandada, cuenta con  

cunetas o desagües; pero que con el informe no se acredita la 

causa de los daños que se endilgan a la accionada. 

 

Por su parte, la compañía de seguros se pronunció poniendo de 

presente que la parte demandante no cumplió con la carga de 

la prueba que tenía, porque no acreditó como era su deber, los 

elementos de la responsabilidad civil, por lo que las 

pretensiones de la demanda fueron negadas; en este caso, el 

recurrente solo manifiesta sus inconformidades con las 

conclusiones del fallador, sin demostrar errores en el 

juzgamiento o en el procedimiento que enerven la decisión; por 

lo que pretender destruir una sentencia a partir de 

apreciaciones y por una inspección judicial no decretada, 

resulta insuficiente; amén, que el recurrente no atacó la 

apreciación que realizó el fallador del dictamen pericial y los 

testimonios técnicos, que sirvieron de fundamento a la 

decisión, la que está protegida con una presunción legal de 

acierto, que debe desvirtuarse por el recurrente; señala los 

aspectos que la sociedad demandada logró demostrar con el 

dictamen pericial presentado por el experto Iván Darío Ruíz; 
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por lo que considera, que el primer elemento estructural de la 

responsabilidad civil, esto es, el hecho ilícito, no tiene presencia 

en el presente caso; lo que fue corroborado por el 

representante legal de la pasiva en la declaración de parte, y 

por los testigos técnicos Antonio Henao Castaño y Jhonny 

Samir Pastrana; a más de lo señalado en la experticia 

elaborada por el ingeniero geólogo Arango Cruz; de donde 

colige, que no se demostró la existencia de una acción u 

omisión por parte de la pasiva en los hechos que se le endilgan; 

por el contrario, está probada una causa extraña, materializada 

en fuerza mayor como son los hechos de la naturaleza, alta 

pluviosidad, escorrentía de aguas lluvias, la geomorfología de 

los suelos y el hecho de la propia víctima, consistente en las 

construcciones que levantó sin estudio de suelos ni licencia de 

construcción; por estas razones solicita, se confirme la decisión 

de primer grado. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿existe una indebida 

valoración probatoria? ¿están aunados los elementos 

axiológicos para la prosperidad de la acción? 

 

Relación de causalidad: En primer lugar resulta 

imprescindible averiguar sobre la causa del daño, para 

determinar si es atribuible al demandado, aun con 

independencia de la naturaleza de la responsabilidad; como lo 

ha precisado la jurisprudencia, donde la Corte acude a su 

propio precedente, en el que había precisado: “… lo nuclear del 
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problema está en la relación de causalidad adecuada entre el 

comportamiento activo o pasivo del deudor y el daño padecido 

por el acreedor, pues es aquí donde entran en juego los 

deberes jurídicos de atención y cuidado que en el caso concreto 

hubo de asumir el médico y el fenómeno de la imputabilidad, 

es decir, la atribución subjetiva, a título de dolo o culpa”1.  

 

Para este cometido se tiene que examinar los elementos de 

convicción aunados al litigio, pues hasta tanto no se pruebe que 

el daño fue cometido por la parte demandada, por sustracción 

de materia, resulta innecesario abordar el examen de los 

demás elementos axiológicos que estructuran la 

responsabilidad invocada. 

 

El disenso: El recurrente reclama que el Juzgado de primer 

grado, tomó como fundamento principal de la decisión, el 

dictamen rendido por el experto Iván Darío Arango Cruz y el 

testimonio del señor Antonio Henao, quienes no ingresaron al 

predio de la pretensora, no siendo humanamente posible 

determinar la existencia de los sistemas aducidos para el 

control de las aguas de escorrentías y de las vertidas en los 

pozos; ni que todo se debe a un hecho de la naturaleza como 

lo adujo el Despacho; amén, que negó la práctica de la 

inspección judicial que se solicitó; además, solo se tuvo en 

cuenta las pruebas aportadas por el extremo pasivo; dejando 

de lado las traídas por la demandante, entre otras, la 

documental consistente en el derecho de petición presentado 

por el señor Carlos Arturo Vélez, vecino de la pretensora, a 

Planeación Municipal de Valparaíso; donde solicita se adelanten 

 
1 Sentencia del 30 de enero de 2001.   
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los correctivos necesarios porque con los trabajos de 

explotación de la mina, se formó un hueco de gran dimensión 

que se convirtió en un estancamiento de aguas, que al rebosar 

inundan el predio de la pretensora; en virtud de lo cual, la 

entidad territorial solicitó a la accionada solucionar el 

represamiento de aguas en la mina para evitar una tragedia. 

 

Sobre el particular, la Sala observa que al contrario de lo 

señalado por el recurrente, el Juzgado de conocimiento al 

momento de proferir sentencia, realizó un escrutinio minucioso, 

meticuloso y concienzudo; examinando en forma individual los 

medios de convicción allegados al proceso y en conjunto; es 

decir, no solo tuvo en cuenta las pruebas aportadas por el 

extremo pasivo, como lo afirma el recurrente, sino, además las 

traídas por la parte demandante; incluso, empieza con el 

análisis de la prueba testimonial recibida a instancia de la 

pretensora; más concretamente las versiones de los señores 

María Nohemí Vélez, Carlos Arturo Vélez y Alberto Montoya 

padre de la demandante; continuando con el examen del 

dictamen y de la declaración rendida por el experto Iván Darío 

Arango Cruz, así como del testimonio técnico del señor Antonio 

Henao; los cuales en su sentir coinciden con las versiones de 

los demás testigos traídos por la accionada; elementos de 

convicción que le brindaron plena certeza para adoptar la 

decisión; sin que se pueda evidenciar bajo ninguna 

circunstancia, una falta de valoración probatoria; se itera, por 

el contrario, el análisis de las pruebas allegadas al plenario, fue 

detallado, escrupuloso y preciso, acorde con las reglas de la 

experiencia y la sana crítica; dando cabal cumplimiento a lo 

ordenado en el artículo 176 del C.G.P. 
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Además y en referencia al derecho de petición que reseña el 

recurrente, que fue presentado por el señor Carlos Arturo 

Vélez, a la Secretaría de Planeación e Infraestructura y Comité 

Municipal de Gestión del Riesgo; se observa que como hechos 

y razones de la petición, indica: “1. La empresa SUMICOL 

explotó durante muchos años un predio ubicado en el sector 

Sabaletas, de donde extraían arcilla. 

 

“2. Con los trabajos de extracción de la arcilla se formó un 

hueco de gran magnitud, tanto en profundidad como en área. 

 

“3. Sucede que en razón a que este hueco no tiene ningún tipo 

de desagüe, permanece lleno de agua, y durante la época 

invernal se reboza haciendo una enorme represa que hoy está 

amenazando con desbordarse y provocar una tragedia en las 

casas y predios vecinos”.   

 

Y como petición, invoca: “se sirvan realizar de manera urgente 

las acciones pertinentes en razón al caso expuesto, a fin de 

evitar posibles tragedias que se puedan presentar con el 

desbordamiento de esta Represa, toda vez que a hoy el riesgo 

es inminente”.   

 

La Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial, en la 

respuesta a dicha petición, indicó: 

 

“Después de recibir en nuestra oficina el derecho de petición, 

le enviamos a la Empresa SUMICOL un correo electrónico 

informándoles la situación que se viene presentando, del cual 

no hemos recibido ninguna respuesta al respecto, es de aclarar 

que, por tratarse de una propiedad privada, el municipio no 
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puede intervenir es la Empresa SUMICOL quien debe hacerse 

responsable de los daños y perjuicios que causen a la 

comunidad. 

 

“Estaremos a la espera de la respuesta por parte de dicha 

empresa y le estaremos comunicando”. 

 

Al respecto, se constata que la respuesta emanada de la 

Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial, no da cuenta 

de los daños y perjuicios reclamados y, mucho menos, de la 

causa de los mismos; es más, la solicitud no refiere a ningún 

incidente en la propiedad de la pretensora, sino que solicita que 

de manera urgente se adelanten las acciones para evitar 

posibles tragedias; es decir, se alude a sucesos futuros y no a 

eventos anteriores, que hubieran ocurrido, o actuales, como 

tampoco refiere a un bien en particular, como el de propiedad 

de la demandante; ni a ningún tipo de daño. 

 

Igualmente, el recurrente afirma que humanamente no es 

posible determinar los daños que sufrió la propiedad de la 

demandante, ni los sistemas señalados por el perito y el testigo 

Antonio Henao, para el control de las aguas escorrentías y de 

las vertidas en los pozos ubicados en el predio de la 

demandada; toda vez, que no se decretó y practicó la 

inspección judicial solicitada. Al efecto, el Tribunal advierte que 

en la audiencia de que trata el art. 372 del C.G.P., llevada a 

cabo el 21 de enero de 2021, el Juzgado de conocimiento, al 

momento de resolver sobre las pruebas pedidas por las partes, 

negó la práctica de la inspección judicial a los predios de la 

demandante; decisión contra la cual la apoderada de la 

sociedad demandada interpuso el recurso de reposición y, en 
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subsidio el de apelación; se negó el primero y se concedió el de 

alzada, del cual la recurrente desistió; decisión que se 

encuentra en firme y, cualquier inconformidad contra la misma 

se debió hacer valer en el respectivo estadio procesal y, no 

como inconformidad contra la sentencia de primer grado; pues 

a todas luces resulta extemporánea, por referirse a una etapa 

del proceso que ya fue superada y se encuentra consumada.  

 

Consecuente con lo anterior, en el proceso no se acreditó que, 

la causa que conlleva a que el agua que se filtra por la tierra, 

generando más presión a los muros de contención que se están 

reventando, así como a los pisos de la propiedad de la 

demandante y que causó los daños en el predio y 

construcciones de ésta, como lo afirma en la demanda, es 

atribuible a una acción u omisión de la parte pasiva, como lo 

pretende la parte actora; toda vez, que no aportó prueba 

técnica y científica que diera cuenta con grado de certeza, 

sobre la causa o causas de los daños que endilga a la 

demandada; por el contrario, como lo coligió el Juzgador de 

primer grado, los elementos de convicción adosados y 

escrutados, dan cuenta que los daños que se presentaron en el 

predio de la actora, como origen pudieron tener varias causas 

atribuibles a diferentes eventos antrópicos y/o naturales, 

como: las características del predio de la demandante, donde 

levantó la construcción; la temporada invernal que se 

presentaba al momento de los hechos y, la no realización de 

un estudio de suelos en el inmueble de la pretensora para 

determinar la viabilidad de la construcción que fue levantada; 

amén, se itera, que no se trajo prueba técnico-científica que 

diera cuenta con grado de certeza, que la causa de las 

inundaciones y, consecuentemente, de los daños reclamados 
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por la pretensora, es atribuible única y exclusivamente al 

extremo pasivo como lo afirma en la demanda. De tal manera, 

que para el éxito del recurso de apelación y, de contera, de las 

pretensiones de la demanda, no basta con enjuiciar la actividad 

valorativa de las pruebas que realizó el fallador de primer 

grado; pues lo determinante, es la confirmación de los hechos 

invocadas en la demanda como fundamento de las 

pretensiones, lo que no ocurrió; todo lo cual permite colegir sin 

ningún esfuerzo, que la parte demandante no cumplió con la 

carga de la prueba que le impone el art. 167 del C. General del 

Proceso.   

 

Se advierte por la Sala, que como no se probó la relación 

causal, lo que es suficiente para negar las pretensiones de la 

demanda; por sustracción de materia no hay lugar al examen 

de los demás elementos estructurantes de la responsabilidad 

invocada. 

 

Por último y frente a los reparos por la condena en costas a la 

parte demandada a favor de la demandante; el Tribunal está 

relevado de emitir pronunciamiento alguno en torno a este 

tópico; toda vez, que el Juzgado de conocimiento por auto del 

15 de julio de 2021, dispuso que no resultaba posible imprimir 

trámite a los recursos interpuestos por el apelante, frente a la 

fijación de las costas porque cualquier inconformidad en 

relación a su cuantía; como se advirtió al momento de dictar 

sentencia, se debe proceder conforme a lo previsto en el art. 

366 del C.G.P.; decisión que se encuentra en firme, porque en 

su momento, no fue objeto de reparo alguno.  

 

Conclusión: Se confirmará la sentencia de primer grado. 
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Se condenará al extremo activo a pagar las costas de segunda 

instancia a favor de la parte demandada. Como agencias en 

derecho causadas en segunda instancia se fijará por el 

Magistrado Ponente la suma de DOS MILLONES TRESCIENTOS 

VEINTE MIL PESOS ($2.320.000.oo), que equivalen a dos (2) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo 

PSAA16-10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el 

Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se confirma la sentencia de 

fecha y procedencia indicadas. 

 

2. Se condena al extremo activo a pagar las costas de segunda 

instancia a favor de la parte demandada. Como agencias en 

derecho causadas en segunda instancia se fija por el 

Magistrado Ponente la suma de DOS MILLONES TRESCIENTOS 

VEINTE MIL PESOS ($2.320.000.oo), que equivalen a dos (2) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo 

PSAA16-10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el 
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Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. 

 

3. Devuélvase el expediente al lugar de origen.  

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

      

|RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


